
XLVIII.- En cuanto a la naturaleza de la modificación del Reglamento Regulador de las Ayudas Económicas y
Servicios para la atención de necesidades sociales de la Ciudad Autónoma de Melilla, se trata de una
disposición administrativa de carácter general (“ad extra”) y de naturaleza reglamentaria, que se denomina
Reglamento, como así lo determina el artículo 84.1 del Reglamento de la Asamblea, y que no precisa del
informe del Consejo de Estado al no tener el carácter de norma reglamentaria de ejecución de una Ley
estatal, sin perjuicio de que la legislación estatal sea su marco y límite regulador y que, como señala el
artículo 21.1 de la Ley Orgánica de Estatuto de autonomía, el ejercicio de la potestad reglamentaria deba
llevarse a cabo “en los términos que establezca la legislación general del Estado”.

Así lo considera el propio Alto Órgano Consultivo, que, en el Dictamen núm. 707/2012, manifestó que “los
Reglamentos y Ordenanzas municipales, así como en los Reglamentos de las Ciudades de Ceuta y Melilla,
para su elaboración no es preceptiva la solicitud de Dictamen alguno”. No obstante, el Reglamento de la
Asamblea de Ceuta, en base a su potestad autoorganizativa, lo exige en su artículo 80. En la Ciudad de
Melilla, la solicitud de dictamen al Consejo de Estado, en coherencia con el criterio del Alto Órgano Consultivo
anteriormente citado, es facultativo y no preceptivo, a tenor de lo señalado en el artículo 84.4 del Reglamento
de la Asamblea.

XLIX.- De conformidad con lo establecido en el artículo 133 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del
procedimiento Administrativo Común de las Administraciones Públicas, debe sustanciarse consulta pública a
través del portal web de la Ciudad Autónoma de Melilla, con las excepciones contempladas en el apartado 4
del mismo precepto legal  

L.- La modificación que se propone puede suponer un incremento significativo del incremento del gasto toda
vez que, junto a una elevación del importe de las ayudas y prestaciones a los beneficiarios por lo que deberá
de ser sometido a fiscalización por parte del Intervención General de la Ciudad de Melilla de acuerdo con lo
establecido en el art. 214 de la LHL y comprobar la sostenibilidad financiera de la presente Entidad local de
acuerdo con lo establecido en el art. 3.3 del Real Decreto 424/2017, de 28 de abril, por el que se regula el
régimen jurídico del control interno en las entidades del Sector Público Local. Se tiene previsto que en la
aplicación Presupuestaria del Presupuesto General de la Ciudad Autónoma de Melilla, deba alcanzar los
3.000.000 € para hacer frente a los incrementos de las ayudas que van a producirse

LI.-Se ha realizado pro el Jefe de la Oficina Técnico- Presupuestaria Informe de Impacto económico-
Presupuestario sobre el reglamento que nos ocupa y en el se concluye que:

1. La propuesta de modificación del Reglamento Regulador de las Ayudas Económicas y Servicios
Sociales responde a una necesidad objetiva y justificada por la evolución de losindicadores
socioeconómicos.

2. El incremento del gasto estimado sobre el actual, no compromete la estabilidad presupuestaria ni la
sostenibilidad financiera de la Ciudad Autónoma.

3. La medida se financia con recursos ordinarios, sin recurrir a endeudamiento, cumpliendo los principios
de equilibrio presupuestario (art. 3 LOEPSF) y prudencia financiera (art. 7 LOEPSF).

4. El impacto económico es compatible con lo establecido en la legislación presupuestaria de los
ejercicios futuros, al no implicar incremento estructural del gasto corriente por encima de una
tendencia natural del mismo.

LII. -Igualmente, consta, Informe de la Secretaría General de fecha 10 de junio de 2026, en el que se han
señalado una serie de defectos de trascripción que han sido corregidos en la presente propuesta

LIII.- Finalmente, en aras de la mejora de la calidad normativa, esta administración actuó de conformidad con
los principios de buena regulación, singularmente los de necesidad, proporcionalidad, seguridad jurídica,
transparencia, accesibilidad, simplicidad, eficacia y eficiencia, recogidos en el art. 3 de la Ley 40/2015, de 1
de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público. así como en el artículo 129 de la Ley 39/2015, de 1 de
octubre.

Por todo lo expuesto, y de acuerdo con los informes aportados al expediente esta Consejería/Presidencia
PROPONE que se adopte la siguiente:

PREAMBULO

En Melilla y en España persisten en la actualidad algunos desequilibrios significativos que afectan a las
personas más vulnerables y a determinados grupos sociales y etarios y que pueden desembocar en
situaciones de exclusión social. Específicamente, las personas que viven en una situación de pobreza y/o
exclusión social no cuentan con ingresos y recursos adecuados para afrontar el nivel de vida de la sociedad
en la que residen. El papel de los determinantes socioeconómicos en la desigualdad social influye en el nivel
de recursos a los que pueden acceder las personas, de orden material (como el nivel de ingresos, que
condiciona el acceso a bienes y servicios) o de otro orden (como el nivel formativo o de estudios, fuertemente
vinculado a las oportunidades de acceso al mercado laboral y a los niveles de integración social).

La pobreza y/o exclusión social es una de las variables que forman parte del concepto de desigualdad y del
análisis a través de sus componentes se pueden identificar los factores de riesgo en las personas, familias y
hogares. En este sentido, la descripción y análisis de la trayectoria de la tasa AROPE permite un
acercamiento a esta realidad en todos los niveles.
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